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I. Punto de partida: la norma que llegó tarde, 
pero llegó

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires sancionó el 
11 de septiembre de 2025, la ley 6839 (1), que modifica 
el Código Contravencional y el Régimen de Faltas (2) 
para intensificar la respuesta estatal frente al maltra-
to, el abandono y la cría ilegal de animales. La norma 
quedó promulgada automáticamente el 4 de octubre y 
fue publicada en el Boletín Oficial el 20 del mismo mes.

Quienes seguimos de cerca la evolución del dere-
cho animal sabemos que esta reforma no fue un acto 
de vanguardia, sino de puesta al día. Durante años, 
el sistema convivió con figuras obsoletas, topes licua-
dos por la inflación y conductas cotidianas que que-
daban en una zona gris incómoda. La ley 6839 vino 
a corregir parte de eso. Y, en gran medida, lo logra.

Corresponde, sin embargo, examinar con hones-
tidad: valorar lo que funciona, señalar lo que preo-
cupa y plantear lo que aún falta. Eso es lo que este 
artículo se propone.

II. Lo que la ley hace bien: tres ejes que cam-
bian el escenario

La reforma tiene un mérito central: deja de tratar el 
maltrato animal como un problema menor y lo encua-
dra como una política contravencional con herramien-
tas reales. Ese giro aparece, sobre todo, en tres ejes.

II.1. Registro de infractores: el valor simbólico es 
alto, el diseño operativo es discutible

La primera innovación es la creación del “Registro 
de infractores a la Ley de Maltrato Animal”, incorpo-
rado al art. 51 bis del Registro de Contravenciones. 
Allí quedan inscriptas las personas condenadas por 
abandono (art. 141), menoscabo a la integridad del 
animal (art. 143) y cría ilegal (art. 143 bis).

La idea es correcta: concentrar antecedentes para 
evitar reincidencias y elevar estándares de cuidado en 
adopciones, guarderías o paseos. Ahora bien, el texto 
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vigente no configura un registro de consulta pública. 
Por el contrario, prevé la expedición gratuita de certi-
ficados “a solicitud de la persona titular de los datos”.

Si se mantiene ese diseño, el registro corre el 
riesgo de ser una herramienta a medias: valiosa 
como mensaje institucional, pero limitada en su 
capacidad preventiva hacia terceros.

Este punto no se resuelve con entusiasmo sino 
con técnica: si se pretende un efecto preventivo, 
habrá que discutir un esquema de acceso compa-
tible con la protección de datos personales, con 
reglas claras de finalidad, proporcionalidad, plazo 
de permanencia y mecanismos de rectificación.

II.2. Tipificación expresa de conductas frecuen-
tes: vehículo cerrado y cría ilegal

La segunda innovación relevante es la tipifica-
ción expresa de conductas que antes generaban 
controversia probatoria.

a) Vehículo cerrado: El nuevo art. 142 bis sanciona 
a quien deje a un animal doméstico en un vehícu-
lo sin circulación de aire adecuada y por un tiempo 
desproporcionado que pueda afectar su integridad 
física o emocional. La utilidad es obvia: permite in-
tervenir antes del daño irreversible. Pero la técnica 
también deja preguntas abiertas (¿qué es “tiempo 
desproporcionado”? ¿cómo se acredita la afectación 
“emocional”?), que deberán resolverse con criterios 
objetivos y prudencia probatoria.

b) Cría ilegal: El art. 143 bis sanciona la instala-
ción o funcionamiento de criaderos en el ámbito de 
la Ciudad, con sanciones relevantes y, además, el se-
cuestro de los animales vinculados a la instalación 
o funcionamiento de criaderos ilegales / sin habili-
tación. El mensaje es claro: la tutela del animal in-
cluye, también, desarmar circuitos de explotación.

II.3. Refuerzo sancionatorio: multa indexada y 
una inhabilitación que ahora es obligatoria

A estas novedades se suma el reordenamiento 
del sistema sancionatorio.

Por un lado, la multa se calcula en Unidades Fijas 
(UF), equivalentes a medio litro de nafta del mayor 
octanaje informado por el Automóvil Club Argen-
tino (sede Central), con actualización semestral y 
conversión al momento del pago. Este mecanis-
mo evita el clásico problema argentino: sanciones 
que, por inflación, quedan en el plano decorativo. 
Además, lo recaudado por multas del Título VI 
debe destinarse a programas de bienestar animal, 
lo que conecta sanción con política pública.

Por el otro lado, la ley incorpora una sanción ac-
cesoria de enorme impacto práctico: la prohibición 
de tutela y de contacto con animales domésticos. No 

es un adorno: para condenas por los arts. 141, 143 y 
143 bis debe imponerse “en todos los casos” junta-
mente con la sanción principal, por un plazo de seis 
meses a dos años. Esto cambia el foco: el sistema ya 
no solo castiga, también busca evitar reincidencia.

III. Lo que la ley no resuelve: el problema de la 
aplicación efectiva

Hasta aquí, el balance es positivo. Pero una norma 
sin capacidad real de ejecución termina siendo una 
promesa. Y el derecho animal, si quiere ser derecho y 
no discurso, necesita algo más que buenas intenciones.

La eficacia de un registro depende de su administra-
ción, interoperabilidad y reglas de consulta; la eficacia 
de sanciones altas depende de la probabilidad de de-
tección, de cobro y de ejecución; y la eficacia de tipos 
nuevos depende de protocolos claros para fuerzas de 
seguridad, fiscalías y juzgados. Si todo eso queda libra-
do a la improvisación, la ley se vuelve irregular: muy 
severa en el texto, muy errática en la práctica.

En términos de política pública, el desafío es 
simple de enunciar y difícil de cumplir: fiscaliza-
ción, coordinación y trazabilidad probatoria. Sin 
eso, la ley no produce.

IV. Lo que la ley genera: conceptos abiertos y 
el riesgo de sobreaplicación

Aquí aparece, a mi criterio, el punto jurídico más 
delicado: el art. 143.

El tipo sanciona a quien “menoscabe la integri-
dad de un animal doméstico” y define menoscabo, 
entre otras cosas, como: (a) pintar, teñir, decolorar 
o aplicar sustancias tóxicas con fines degradantes 
o estigmatizantes; (b)  someter al animal a prácti-
cas, manipulaciones o procedimientos innecesarios 
que generen dolor, sufrimiento, estrés o afectación 
de su comportamiento natural; y (c)  exponerlo a 
situaciones de vulnerabilidad, peligro, explotación 
o trato degradante que atenten contra su bienestar.

Leído en abstracto, suena razonable. Leído como 
herramienta sancionatoria cotidiana, exige un cui-
dado especial.

No porque haya que relativizar el maltrato, sino 
porque el principio de legalidad y tipicidad (también 
aplicable en materia contravencional) requiere pre-
visibilidad. Expresiones como “fines degradantes”, 
“estrés”, “comportamiento natural”, “vulnerabilidad” 
o “trato degradante” son, por definición, evaluativas. 
Si la interpretación queda librada a impresiones, el 
sistema se vuelve arbitrario y pierde autoridad.

Este es el lugar donde el juez, la Fiscalía y la de-
fensa van a tener trabajo serio: el estándar no puede 
ser “me parece” sino un conjunto de indicios veri-
ficables. Un enfoque prudente debería, como míni-
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mo: (i) exigir acreditación objetiva de sufrimiento 
o afectación relevante (no mera incomodidad); 
(ii) ponderar la necesidad o finalidad legítima (ve-
terinaria, sanitaria, de seguridad); (iii) valorar la 
intensidad y duración; y (iv) reservar el tipo para 
supuestos que realmente comprometan bienestar.

En esa lógica, disfrazar a un perro en Halloween 
no debería ser automáticamente contravencional. 
Podrá ser ridículo, pero para sancionar hace falta 
daño, riesgo serio o un trato objetivamente degra-
dante acreditable. Si no, la ley no protege al ani-
mal: se vuelve un arma de denuncias cruzadas.

V. Un breve apunte sobre non bis in idem

La ley insiste en una cláusula clásica: la contraven-
ción opera “siempre que la conducta no implique 
delito”. El problema no es la fórmula, sino su apli-
cación. Habrá casos fronterizos en los que la misma 
conducta sea discutida como delito (por ley nacional) 
y, a la vez, como contravención local. Evitar dobles 
persecuciones y conflictos de competencia será par-
te de la madurez institucional que este tema exige.

Un ejemplo que podría darse es el de un animal 
dejado dentro de un vehículo cerrado en un día de 
altas temperaturas: el hecho puede encuadrar, en 
CABA, como contravención (art. 142 bis) por la ex-
posición a un riesgo objetivo y por el “tiempo des-
proporcionado” sin ventilación adecuada, pero a la 
vez puede dar lugar a una investigación penal bajo 
la ley 14.346 si de las constancias surge sufrimiento, 
afectación relevante o peligro concreto para la sa-
lud del animal. Si ambos carriles se activan simul-
táneamente, el sistema queda obligado a coordinar 
derivaciones y evitar la duplicación punitiva sobre 
el mismo núcleo fáctico, ya sea por vía de criterios 
de prelación (prioridad penal ante indicios suficien-
tes de delito) o mediante decisiones que impidan la 
coexistencia de sanciones por el mismo hecho, pre-
servando el non bis in idem y la seguridad jurídica.

VI. Reflexión final: punto de partida, no de lle-
gada

La ley 6839 es, en términos generales, un paso 
en la dirección correcta. Registra infractores, ti-
pifica conductas relevantes, preserva la eficacia 

de la multa frente a la inflación y agrega una in-
habilitación que, bien aplicada, puede cambiar 
prácticas.

El desafío ahora es menos legislativo y más ins-
titucional: implementación y criterios. Recursos, 
protocolos, coordinación. Y una jurispruden-
cia que, sin diluir la tutela, evite que conceptos 
abiertos se conviertan en herramientas de so-
breaplicación.

El derecho tardó en entender que los anima-
les domésticos son parte de la familia. Ahora 
que llegó, le toca al Estado demostrar que no es 
solo Boletín Oficial: que hay ley, pero también 
hay expediente, hay ejecución y hay criterio. 
Porque el bienestar animal es un deber jurí-
dico, no un debate cultural ni una performan-
ce identitaria. Y nuestras mascotas, mientras 
tanto, no esperan teorías: esperan protección 
efectiva.

Cita online: TR LALEY AR/DOC/665/2026

Nota a fallo

INGRESO EN EL GCBA  
POR VACANTE FAMILIAR

Hija de agente fallecida. Reclamo para 
ocupar la vacante. Alcance del requisi-
to de único sostén. Interpretación tuitiva. 
Perspectiva de género. Disidencia. 

1. —	 Se hizo lugar a la demanda de una per-
sona que solicitaba ocupar una vacante 
en el GCBA tras el deceso de su madre, 
interpretando el término “único sostén del 
núcleo familiar” del Convenio Colectivo de 
Trabajo. Se consideraron las dificultades 
que enfrentan las mujeres para acceder a 
empleos de calidad y bien remunerados. 

2. —	 La acción de amparo que reclama el ingre-
so de la hija de una agente fallecida a la 
planta del GCBA debe admitirse, porque el 
art. 24 del convenio colectivo que reserva 
la vacante al familiar directo del único sos-
tén del núcleo familiar debe interpretarse 

según su finalidad tuitiva de protección de 
la familia y no con apego exclusivo a su lite-
ralidad, de modo que también comprende 
el supuesto en que la trabajadora fallecida 
era el principal sostén económico de un 
hogar monomarental en situación de vul-
nerabilidad, con hijos a cargo y necesida-
des de cuidado agravadas, especialmente 
aplicando la perspectiva de género.

3. —	 La acción de amparo que reclama el in-
greso de la hija de una agente fallecida 
a la planta del GCBA debe rechazarse, 
porque el art.  24 del Convenio Colecti-
vo prevé una excepción al principio de 
acceso al empleo público por concurso 
y, por esa razón, su aplicación debe ser 
estricta, sin extender judicialmente el su-
puesto del fallecido que era único sostén 
del núcleo familiar a casos en que solo 
era su principal ingreso. La perspectiva 
de género no autoriza a prescindir del 

texto vigente ni a disponer el ingreso di-
recto sin evaluación previa de méritos, 
habilidades e idoneidad. (del voto en di-
sidencia del Dr. Mántaras)

CContenciosoadministrativo, Trib. y Relacio-
nes de Consumo, Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires, sala  I. - Acosta, Noelia Elizabeth 
c. GCBA s/ amparo - empleo público - otros, 
22/08/2025.

[Cita online: TR LALEY AR/JUR/107742/2025]

Costas

En el orden causado.

[El fallo in extenso puede consultarse en Aten-
ción al Cliente, https://www.laleynext.com.ar/ o 
en Proview]
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